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Nuevamente se pretende en Colom-
bia, en esta ocasion a través de la
Constitucién de 1991, intentar la
vieja aspiracién de manejar el perso-
nal adscrito al Servicio Piblico del
Estado mediante un sistema técni-
co-administrativo que asegurelamds
alta eficiencia en la prestacién del
mismo, sin negar a todos los colom-
bianos la posibilidad igualitaria de
llegar a él y después no sélo mante-
nerse sino ascender y mejorar exclu-
sivamente con base en los méritos
personales y de capacitacién .

En efecto, el capitulo 2 del Titulo
V dela Constitucién, que trata sobre
la Funcién Piblica, después de am-
pliar la denominacién genérica de
las personas adscritas al servicio
publico con la expresién «servidores
publicos» — innovacién de suyo im-
portante por someter alos miembros
de las Corporaciones Piblicas al ré-
gimen de derecho y de control- con-
sagra, como regla general, el princi-
pio segun el cual dos empleos en los
érganos y entidades del Estado son
de Carrera».

Frente al primer desarrollo nor-
mativo que de esta aspiracién ha
intentado la Ley 27 de 1992, y sus
decretos reglamentarios, se nos an-

* Abogado. Profesor de Derecho Constitu-
cional Colombiano y Procedimiento Adminis-
trativo de la Divisi6n de Ciencias Juridicas de
la Universidad del Norte.

toja pensar que ésta no es mds que
otra forma de expresion de la vieja
férmula del «deber ser», escondida
entre los pliegues de una reforma
constitucional que pretende garan-
tizar la efectividad de los principios,
derechos y deberes con prevalencia
del derecho sustancial sin enfrentar
de fondo el problema enraizado en el
clientelismo politico y en la opera-
tividad de los partidos, porlo cual no
nos permite augurar grandes avan-
ces en este campo.

Examinemos brevemente, enton-
ces, algunas de las situaciones juri-
dicas creadas por el estatuto de ca-
rrera, cuyaoperatividad practicafun-
damenta esta creencia.

Una primera observacién apunta
ala descripcion limitativa que de los
empleos de carrera hace el art. 4o.
de la Ley 27 de 1992, ya que no se
entiende como puedelanuevaleyde
Carrera aspirar a garantizar la efi-
ciencia de la administracién publica
a partir de la igualdad, la estabili-
dad y el ascenso técnico, si ella mis-
ma, que es la encargada de hacerlo,
dentrodel organigrama ordinario de
un ente estatal, excluye de tal ga-
rantia a los subdirectores, jefes de
oficina, jefes de divisidn, jefe de de-
partamento, jefe de dependenciay a
todos los empleados que tengan un
nivel equivalente y superior a los
jefes de seccién, limitando la carrera
a quienes son simples operadores
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mecéanicos de la administracién y
desempeiian labores de ejecucién
mecdnica.

Siempre se ha justificado la ex-
clusién quedelacarrera sehacedel
personal directivo y de confianza,
peroel personal intermedio entre los
directores, subgerentes o subjefes,
secretarios generales y asesores, yel
personal de sostenimiento y mante-
nimiento, noobstante representar el
sector de produccién deideas, disefio
de programas, presentacién de es-
quemas de ampliacién de cobertu-
ras, extensién de aplicaciones y toda
aquella gama intelectual de genera-
cion de progreso en una entidad, no
puede asimilarse al nivel propiamen-
te directivo.

Los gerentes, directores o presi-
dentes, al integrar el nivel de Direc-
cion de una entidad, dirigen, coordi-
nan, vigilan y controlan, pero sus-
tentados siempre en la inteligencia,
experiencia, y versacién de los jefes
de divisién y jefes de seccién, jefes de
dependencia o jefes de oficina, a tal
punto que puede decirse que este
nivel es el motor que impulsa a las
direcciones, por lo que no es pruden-
te dejarlo sujeto a los vaivenes de
inestabilidad que produce el carac-
ter de libre nombramiento y remo-
cién.

Asegurar en la Administraciénla
permanencia de empleados de los
niveles y funciones de ejecucién
material no nos permite augurar
grandes logros en la modernizacién
y tecnificacién de la funcién piblica.
Primero, porque tales niveles no ase-
guran cambios ni transformaciones,
y segundo, porque los niveles direc-

tivos, al permanecer sometidos a las
estrategias que generen para ellos
sus propios intereses, y arrastrar en
suluchaburocraticay partidistaala
parte productiva, racional, seria y
técnica, expresaran siempre en su
accién el desaliento, continuismo y
poco afecto al progreso de la funcién
publica que se ha pretendido corre-

gir.

Una segunda observacién se re-
fiere al retiro legal del Servicio pu-
blico, que el art. 90. de la Ley 27
prevé para el empleado escalafonado
enlacarrera «cuandohaya obtenido
una calificacién de servicios no sa-
tisfactoria».

El solo hecho de que «una sola
calificaci6n insatisfactoria» produz-
ca la separacién del servicio, ya es,
por si misma, la consagracién de
una herramienta de facil uso para
quienes, en un momento dado, movi-
dos por intereses o finalidades dife-
rentes de la del buen servicio, situa-
cién de frecuentisima ocurrencia en
estas cuestiones del acceso al poder
burocratico con compromisos previos,
necesiten llenar su cuota clientelista.

Determinar el retiro del servicio
por una sola calificacién insatisfac-
toria es una negacién abierta de la
objetividad, imparcialidad y equi-
dad que conlleva toda «evaluacién»,
y de la finalidad positiva que ella
exige, pues estos caracteres son ma-
terialmente imposibles de aplicar en
una sola oportunidad. No s6lo por-
que se trata de una labor realizada
por quien subjetiva y burocratica-
mente tiene méds interés en un resul-
tadodesfavorable, sino porque niega
la oportunidad de demostrar lo con-
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trario y porque ignora la humana
probabilidad del error, sin olvidar
que, ademas, lo «satisfactorio» es
ordinariamente convencional y siem-
pre se pueden manipular los facto-
res de evaluacién para impedir que
el evaluado cruce el limite impercep-
tible de lo satisfactorio o lo insatis-
factorio.

Por otra parte, si tuviéramos en
cuenta solamente que, por defini-
cién de algin estatuto, la califica-
cion de servicios es un instrumento
técnico de valoracién periédica que
permite evaluar el rendimiento y
confrontar las actividades realiza-
das por el evaluado frente a las fun-
ciones que le han sido asignadas,
esta norma de laley 27, formalmen-
te hablando, podria justificarse con
argumentos fundados en la necesi-
dad de asegurar un servicioidéneo y
eficaz; pero si analizamos mas dete-
nidamente la operatividad, su uso y
su instrumentacién, ordinariamen-
te politica, llegaremos a una conclu-
sién diferente. Veamos:

En los formularios preimpresos
utilizados para las calificaciones de
servicios se describen «factores» de
evaluacién, que equivalen a crite-
rios guias que debe tener en cuenta
el evaluador para una correcta, jus-
ta e imparcial evaluacién, y a los
cuales se les asigna una calificacién
numérica convencional. Es asi como
se habla, por ejemplo, de Asistencia
y Puntualidad, de Aplicacién de co-
nocimientos técnicos, de Actualiza-
ci6n, de Responsabilidad para asu-
mir funciones, de Habilidad para
priorizar necesidades, de Utilizacién
racional de elementos o recursos, de
Desempeiio General, Potencial de

Desarrollo, etc.

Para que una calificacién sea id6-
neayjusta, entre estos factores debe
existir correspondencia légica
contextual. Y aun cuando buscarla
en los formularios ya calificados es
facil, ésta es una labor de verifica-
ciébn que nunca se ha consagrado
legalmente, con lo cual se deja abier-
ta la puerta para la arbitrariedad y
el amafio que, como todos sabemos,
inutiliza la mejor intencién de impo-
nertecnicismoeimparcialidad auna
evaluacién.

Al analizar detenidamente el
puntaje de los diferentes factores es
frecuente encontrar, por ejemplo, que
un factor denominado «Responsabi-
lidad para asumir funciones, debe-
res y compromisos» se califique con
70 puntos, que en la convencién o
casilla de «grados de evaluacién»
equivale a «Bueno», y sin embargo
en el factor de «Desempeiio General»
se afirme que el funcionario muestra
«grandes deficiencias en su rendi-
miento», lo cual es contradictorio,
inconsistente e injusto.

Porque si por «rendimiento» se
entiende lo que se produce, lo que se
hace, es obvio que esta casilla hace
relacién al cumplimiento de sus fun-
ciones. Y si éstas se han calificado
como «Bueno» (70 puntos), no se en-
tiende la razén para afirmar, des-
pués, supuestas «grandes deficien-
cias» en el rendimiento del funciona-
rio, que equivale a calificarlo numé-
ricamente de 0 a 39 puntos.

De la misma manera, no puede
haber relacién consecuente, para se-
guir con ejemplos, si al factor «Acti-
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tud frente al Trabajo», que se refiere
al interés y disposici6én para ejercer
las funciones del cargo, se le califi-
que con 64 puntos, mientras que el
factor denominado «Disposicién para
dar y recibir colaboracién» se califi-
que con 40 puntos, pues no es posi-
ble tener interés para cumplir, y
cumplir muy bien, y por otra parte
no tener disposicién para dar y reci-
bir colaboracién.

Enfin, porloregular,los puntajes
son asignados incoherentemente,
buscando siempre la forma de no
permitirle al calificado alcanzar un
promedio, que ha sido determinado
previamente como el mfnimo, para
obtener un resultado «satisfactorio».
Y contra esta falencia ni siquiera
procede el tinico recurso de «reposi-
cién», que, como se sabe, sélo es la
oportunidad para que el calificador
se ratifique sin motivacién alguna,
pues jurisprudencialmente el acto
de «calificacién de servicios» estd
definido como un «acto de tramite»
que no admite recurso ni accién.

A nuestro juicio, pues, las condi-
ciones que debe llenar, y actualmen-
tenollena, toda calificacién de servi-
cios basicamente son: 1) que en la
préctica no se pueda convertir en un
instrumento diferente al de «valorar
efectiva y técnicamente» el desem-
pefio de un funcionario, de manera
que se deba asignar esta labor a un
organismo independiente, anénimo
e impersonal a través de mecanis-
mos racionales de calificacién que se
basen en el examen directo de la
labor ejecutada; 2) que tal valora-
cién se haga a través de un procedi-
miento técnico de confrontacién
promediada y no manipulable; 3)

que tal procedimiento imponga la
fundamentacién de cada calificaci6n,
la cual deba ser conocida directa-
mente por el evaluado con la posibi-
lidad de pedir imparciales revisio-
nes; 4) que tal procedimiento sea
verificable y revisable; 5) que la tal
valoracién sélo se aplique respectoa
actividades y funciones asignadas
estatutariamente, y nunca a desem-
pefios transitorios; 6) que la inter-
vencién del jefe inmediato, durante
el tiempo del desempeiio y en las
circunstancias en que se ejerza la
funcién, no tenga valor definitivo; 7)
que se determine cabalmente lo «in-
satisfactorio»; 8) que se excluyan las
calificaciones Ginicas, de manera que
los resultados definitivos de califica-
cién de servicios sé6lo se puedan obte-
ner al totalizar varios resultados par-
ciales.

También merece una anotacién
critica el retiro del servicio por razén
de la supresion del cargo, que consa-
grael literal c) del art. 7, en armonia
con el art. 8o. de la Ley 27.

En este aspecto debemos adver-
tir que creemos, con Gabino Fraga,
que el problema no puede entender-
se en el sentido de pretender que el
empleado o funcionario haya de te-
ner derecho a que el empleo o cargo
se considere como un bien suyo, pues
la Funcién Piblica no es otra cosa
que una esfera de competencia que
no esté4 en el comercio, y nadie discu-
te que el Estado tiene la facultad
inalienable de arreglar su propia or-
ganizaci6n en la forma en que mejor
se adapte a la realizacién de sus
atribuciones. El problema radica en
establecer criterios serios para ha-
cer facilmente determinable la cir-
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cunstancia de interés piiblico en que
se suprime un cargo, de manera que
esta opcién legal no se convierta en
un mecanismo para lograr objetivos
ajenos alafunciény, especialmente,
en una inveterada mania ciclico-re-
formista que siempre conlleve sepa-
raciones indirectas o amafadas. En
especial, si esta opcién se respalda
conlamuy aparentementejustacom-
pensacién indemnizatoria, que al fi-
nal no viene a ser sino otro mecanis-
mo a través del cual el erario piblico
paga las medidas de asalto burocra-
tico del gobernante de turno.

El art. 8o. de la Ley 27 prevé la
«supresion de cargo» de un emplea-
do de carrera como una causal de
retiro del servicio publico, con la
posibilidad de que reciba a cambio el
pago de una indemnizacién en los
términos y condicicnes que determi-
ne el Gobierno Nacional, pero no
sefiala ningin parametro ni direc-
triz para esta supresion, con lo cual
se niega completamente la finalidad
de estabilidad y seguridad que impo-
ne la filosofia constitucional de un
manejo técnico-administrativo de
personal.

Primero, porque en las reestruc-
turaciones administrativas siempre
es posible manipular con nuevas de-
signaciones y estipulacién de dife-

rentes niveles, de manera que se
hagan desaparecer formalmente car-
g0S que conservan su esencia pero
escondida en otro rubro o nomencla-
tura; y segundo, porque la practica
laboral ensefia lo juridica y mate-
rialmente imposible que resulta que
una indemnizacioén, por separacién
del cargo, sea meridianamente justa
y equitativa, pues desde el punto de
vista econ6mico y social ningtin tra-
bajador puede ser justamente trata-
do con el cambio de un empleo que
le da respeto y dignidad por una
indemnizacién que se convierte siem-
pre en un efimero y estéril intento
inversionista hacia el fracaso.

Finalmente, sise tiene en cuenta
la premura con que se procede en las
reestructuraciones de este tipo, la
obtencién de un tratamiento prefe-
rencial de revinculacién para el em-
pleado que no acepta la indemniza-
cion, tal como lo prevé el numeral 2)
del art. 80. que comentamos, se nos
aparece como una simple retérica de
distraccién de la ley de una muy
lejana posibilidad de aceptacién por
un empleado que, retirado del servi-
cio, estara enfrentado a la absurda
Unica opcion de esperar seis meses
sin sueldo para tener que aceptar
finalmente la indemnizacién que
habia rechazado.
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